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Resumen:   
 
E l  presente art icu lo  t ra ta sobre la  desigualdad de medios 
entre e l los e l  de defensa,  e l  cual  puede entenderse como e l  
derecho fundamenta l  que as is te  a todo imputado y a su  
Abogado defensor  a comparecer  inmediatamente en la  
instrucc ión y a lo  largo de todo e l  proceso penal  a f in  de 
poder  contestar  con ef icacia la  imputación o acusación contra 
aquél  exis tente,  ar t icu lando con p lena l iber tad e igualdad de 
armas los actos de prueba, de postu lac ión e impugnación 
necesar ios para hacer va ler  dentro de l  proceso pen al  e l  
derecho a la  l iber tad que as is te  a todo c iudadano que, por no 
haber  s ido condenado, se presume inocente.   
 
                                                           
*
1
Como lo señala MORENO CATENA, el reconocimiento del ordenamiento jurídico a un 
derecho de signo contrario el derecho que tiene el imputado o procesado de hacer uso de 
una adecuada defensa. De tal manera que la defensa opera como un factor de legitimidad 
de la acusación y de la sanción penal. También confluyen en la defensa otras garantías y 
derechos como la audiencia del procesado, la contradicción procesal, el derecho a la 
asistencia técnica del abogado. El uso de medios de prueba, el derecho a no declarar contra 
sí mismo o declararse culpable. 
 
Palabras Claves:  Defensa,  F isca l ía ,  Sis tema Acusator io ,  
Imputado,  Impugnación,  Derecho Penal .   
 
INEQUALITY BETWEEN MEDIA AND DEFENSE ATTORNEY 
IN THE NEW ACCUSATORY SYSTEM  
 
Abstract  
Th is  ar t ic le  is about  the inequal i ty o f  means inc lud ing  the 
defense,  which can be understood as the fundamenta l  r ight  to  
a t tend a l l  accused and his  defense at torney to  appear  
immediate ly in  the statement  and throughout  the cr iminal  
process in  order  to  ef fect ive ly answer  the complain t  or  charge 
against  that  ex is t ing ,  ar t icu la ted  in  fu l l  f reedom and  equal i ty 
o f  arms acts  of  test ing,  appl icat ion  and appeal  necessary to  
enforce in  the cr iminal  proceeding  the r ight  to  f reedom that  
a t tends to  every c i t izen ,  not  convic t ion ,  shal l  be presumed  
innocent .  
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Los d is t in tos ordenamientos jur íd icos consagran este derecho.  
Las Const i tuciones lo regulan expresamente en concordancia 
con las normas contenidas en los Tratados y Convenios 
In ternacionales.  
La Declarac ión Universa l  de Derechos Humanos expresa,  
junto al  derecho a la  presunción de inocencia,  e l  derecho de 
toda persona acusada de del i to  a  un ju ic io  públ ico en el  que le  
hayan asegurado todas las garant ías necesar ias para su 
defensa.  En e l  Convenio de Roma se establece mediante un 
texto  más concreto e l  derecho a defenderse así  mismo o a ser  
as is t ido por un defensor de su e lecc ión y,  s i  no t iene medios 
para remunerar  a  un defensor ,  podrá ser  as is t ido 
gratu i tamente por  un abogado de of ic io .  Cuando los in tereses 
de la  just ic ia  así  lo  exi jan.   
 
E l  Código Procesal  Penal  reconoce expresamente e l  derecho 
a la defensa como uno de sus pr incip ios fundamentales en e l  
art ícu lo  IX del  Tí tu lo  Pre l iminar  “ toda persona t iene derecho 
invio lab le e i r restr ic to  a que se le  in forme de sus derechos,  a  
que se le  comunique de inmediato y deta l ladamente la  
imputación formulada en su contra,  y a  s er  as is t ida por  un 
abogado defensor  de su e lecc ión o,  en su caso,  por un  
Abogado de of ic io ,  desde que es c i tada o detenido por  la  
autor idad.”  El  proceso penal  garant iza el  e jerc ic io  de los 
derechos que corresponden a la persona agraviada por e l  
de l i to .  
 
Los Pactos in ternacionales también regulan la  defensa of ic ia l ,  
como e l  “derecho i r renunciab le”  de l  imputado a ser  as ist ido 
gratu i tamente por  un defensor  proporc ionado por  e l  Estado,  
cuando no designare defensor. 2 
 
Como objet ivo general ,  en busca de dar  so luc ión al  problema 
p lanteado,  se c i rcunscr ibe en e l  ident i f icar  las desigualdades 
de medios entre defensa y f isca l ía  en el  Nuevo Sistema 
Acusator io ,  con miras a la protección de los Derechos 
Humanos de las presuntas víc t imas.   
 
La metodología,  para consegui r  e l  objet ivo p lanteado,  se 
a justa a t res momentos,  (1)  e l  derecho penal ,  (2)  e l  derecho 
de defensa y (3)  e l  s is tema penal  acusator io .  Conclusiones.   
 
 
1.  DERECHO PENAL  
 
Es ind iscut ib le  que  donde exis te  una sociedad,  exis te  
necesar iamente e l  de l i to ,  pues e l  lado oscuro del  ser  humano ,  
en ocasiones nos lanza por   e l  laber in to de d esobedecer e l  
orden establec ido y  t ransgredi r  las normas socia les y 
jur íd icas con las cuales se r igen las comunidades;  es ahí  
donde asume mayor importancia el  Derecho Penal  como “  La  
rama de las c iencias jur íd icas que se ocupa del  del i to  y de las 
sanciones para su autor ,  pero e l  de l i to  debe estar  descr i to en  
los textos legales,  que establecen también e l  s is tema para 
                                                           
2
 ORÉ GUARDÍA, Arsenio. Estudios de Derecho Procesal Penal”. p. 299. 
descubr i r lo ,  cumpl i r  las penas y proveer  la  e f icac ia de éstas” 3 
Así  entonces,  e l  derecho Penal  es el  conjunto de normas 
jur íd icas que cast igan y repr imen a l  ant isocia l   y previene la  
cr iminal idad  ;  derecho que ha ten ido una evoluc ión no so lo  
desde la  ópt ica legal  s ino también desde e l  punto de vis ta  
doctr inar io ,  y var ía  de nación en nación tanto en inst i tuc iones 
como en procedimientos.  
 
Los países europeos son p ioneros  en lo  que a derecho penal  
se ref iere pues en I ta l ia  y Alemania surgieron las escuelas 
más importantes en e l  estud io de los de l i tos y de las penas y 
desde la  publ icac ión de la  obra  de l  Marqués de Beccar ia  De 
los Del i tos y  de las Penas  hasta  la  actua l idad ha s ido 
s ign i f icat ivo  y constante e l  avance hacia un derecho penal  
e f icaz,  e f ic iente,  humano y preventor  de las conductas 
punibles y de l  cr imen.   
 
En ese deveni r ,  e l  Derecho Penal  ha sufr ido grandes 
t ransformaciones para  b ien de la sociedad,  pasó de ser un 
s is tema oscuro,  inquis i t ivo,  inhumano en sus procedimientos,  
en ocasiones arb i t rar io  y denigrante,  a  ser un ordenamiento  
respetuoso y garant is ta de la d ign idad humana, que 
comprende que la  verdadera just ic ia  debe ser  pr onta y e f icaz,  
que debe br indar  garant ías tanto a la  v íc t ima como a l  
procesado,  que debe ser  mucho más conci l iador   y a l   cast igar 
debe lograr  que luego del  cast igo e l  condenado se resocial ice 
a la  comunidad.  
 
                                                           
3
  JESCHECK, Hans Heinrich. Tratado de Derecho Penal. Parte General. Traducción de Mir 
Puig y Francisco Muñoz Conde. Vol. I, Bosch Casa Editorial S.A., Barcelona, 1981, P.23. 
In t r ínsecamente  a éste ordenamiento Penal  exis t e  e l  derecho 
Procesal  Penal ,  o  Derecho Penal  adjet ivo ta l  como lo  
denominan a lgunos autores  “  e l  cual  consis te en el  conjunto 
de normas jur íd icas que regulan e l  e jercic io de la  act iv idad 
del  órgano jur isd icc ional  de l  e stado en mater ia  penal ,  para  
hacer  efect iva la  apl icación de las normas jur íd icas puni t ivas 
sustancia les,  a t ravés de la  regulación del  debido proceso…” 4 
En este sent ido e l  Derecho Procesal  Penal  consagra e l  
derecho de defensa;  es evidente,  y con e l lo  no descub r imos 
nada nuevo,  que en el  marco del  proceso penal   e l  e jercic io 
de la  abogacía se re lac iona d i rectamente,  con un pr inc ip io  
garant izador  básico:  e l  derecho que t iene todo c iudadano a 
defenderse de los cargos que se le  imputen en e l  curso de un 
proceso.   
 
2.  EL DERECHO DE DEFENSA 
 
Se ent iende entonces por   derecho de defensa,  ta l  como lo  
def ine Gimeno Sendra:  “E l  derecho fundamenta l  que as is te  a  
todo imputado y a su Abogado defensor  a comparecer a las 
actuaciones a lo  largo de todo e l  proceso penal  a  f in  de poder  
contestar  con ef icac ia la imputación o acusación contra aquél  
exis tente,  ar t icu lando con p lena l iber tad e igualdad de armas 
los actos de prueba,  de postulac ión e impugnación necesar ios 
para hacer  va ler  dentro del  proceso penal  e l  derecho a la 
l iber tad que le as is te  a todo c iudadano, e l  cual   hasta  no 
haber  s ido condenado, se presume inocente” 5 
                                                           
4
 MONROY, Jeronimo Alberto. Tratado de Derecho Penal. Parte General. Casa Editorial 
Antillas, Barranquilla. D. E Col. 2005. Pág. 22 
5
 GIMENO Sendra, citado por Horvitz Lennon y López Masle Derecho Procesal tomo II, 
Editorial Juridica de Chile, Santiago, año 2006, Ps. 76 y 226. 
 E l  autor  Riego,  lo  def ine como “El  derecho de conocer  los 
cargos que se formulen en contra de l  imputado,  la  opor tunidad 
para rebat i r los, e l  derecho a presenta r  pruebas y a confrontar  
las que se presenten en su contra” 6.  
 
En e l  mismo sent ido  Vásquez Rossi  se ref iere:  “Consiste en 
la  capacidad del  imputado de in terveni r  en e l  procedimiento  
penal  que se di r ige en su contra para poner  en evidencia ya  
sea la fa l ta  de fundamento de la  pretensión puni t iva estata l  o  
de cualqu ier  c i rcunstancia que la  exc luya o atenúe”  7 
 
De esta forma estos dos autores concuerdan en que la   
v igencia de éste  pr inc ip io  supone,  ta l  como lo  señala Moreno 
Catena,  “el  reconocimiento del  ordenamiento jur íd ico a un 
derecho de s igno contrar io  e l  derecho que t iene e l  imputado o 
procesado de hacer  uso de una adecuada defensa ”8.   
 
De ta l  manera que la  defensa opera como un factor  de  
leg i t imidad de la  acusación y de la  sanción penal .   
  
Ta l  como lo señala nuestra Car ta Magna en su ar t ícu lo  29,  
también conf luyen en la  defensa otras garant ías y derechos 
como la audiencia del  procesado,  la  contrad icc ión procesal ,  e l  
derecho a la  asis tencia técnica del  abogado. El  uso de medios 
de prueba,  e l  derecho a no declarar  contra  s í  mismo o 
declararse cu lpable.  
                                                           
6
 RIEGO, Armando. El Derecho de Defensa. Agosto de 2002 P.52. 
7
 VASQUEZ Rossi citado por Horvitz Lennon y López Masle,  op cit, P. 226 
8
 MORENO, Catena. El derecho de defensa en el nuevo modelo procesal penal, en 
Contribuciones a las Ciencias Sociales, julio 2008. 
 En ta l  in te l igencia se puede co legi r  que “ el  derecho de 
defensa cumple,  dentro de un proceso penal ,  un papel  
par t icu lar :  por una par te ,  actúa en forma conjunta con las  
demás garant ías;  por  la o tra ,  es la  garant ía  que torna 
operat ivas a todas las demás” 9 Por  e l lo ,  e l  derecho de 
defensa no puede ser  puesto en e l  mismo plano que  las otras 
garant ías procesales ya que la  invio lab i l idad del  derecho de 
defensa es la garant ía  fundamenta l  con la  que cuenta e l  
c iudadano, porque es lo  único que permi te  que las demás 
garant ías tengan una vigencia concreta dentro de l  proceso 
penal .  
 
Así  mismo se ha af i rmado que esta garant ía  “es la  pr inc ipa l  
condic ión epis temológica de la  prueba:  la  re futab i l idad  de la  
h ipótes is  acusator ia  exper imentada por  el  poder  de refutar la  
de la  contrapar te in teresada, de modo que no es atendib le  
n inguna prueba s in  que se hayan act ivado in f ructuosamente 
todas las posibles re futac iones y contrapruebas”  O sea,   debe 
exis t i r  un  equi l ibr io  per fecto entre la  par te  acusadora y la  
defensa,  a  demás, una prueba so lo tendrá  va l idez to ta l  
cuando se hal la  re futado debidamente po r  la  contraparte 
a lcanzando así  un grado de veracidad .  
 
Por  todo lo  anter ior  surge un in terrogante:  ¿En qué rad ica la  
importancia de éste derecho para considerar lo  
t ranscendenta l?  En pr imer lugar ,  la  defensa es un poderoso 
instrumento de impulso y contro l  de la  prueba que se recaba 
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 BINDER, Alberto. “Introducción al derecho procesal penal”, Editorial. “Ad Hoc”, 1993, pág. 
151. 
en un proceso  penal ;  en segundo lugar,  juega un papel  
contrad ic tor io  con respecto  a l  órgano acusador ,  apor tando 
contrapruebas que t ienden a desvi r tuar  a  las presentadas por 
la  f isca l ía ,  todas las cuales f ina lmente serán anal izadas y 
va loradas por  un juez.  
 
Respecto al  derecho de contrad icc ión conforme señala 
Gimeno Sendra 10 “Este derecho comporta la  exigencia de que 
ambas par tes,  acusadora y acusada o imputada,  tengan la  
posib i l idad efect iva de comparecer  o acceder  a la  jur isd icc ión 
a f in  de hacer  va ler  sus respect ivas pretensiones,  mediante la 
in t roducción de los hechos que l as fundamenten y su 
correspondiente práct ica de la  prueba,  así  como cuando se le 
reconoce a l  acusado su derecho a ser  o ído con carácter  
previo a la  imposic ión de una pena” .   
 
En  este sent ido la  contradicc ión recaba to ta l  importancia 
dentro de l  proceso penal  ya  que permi te  un pr inc ip io 
garant izador  básico  cual  es e l  derecho a la defensa que se ve  
mater ia l izada a t ravés de la presentación de contrapruebas 
que permi tan desvi r tuar  la  acusación presentada por  la  parte  
f isca l .  
 
Por  o tra  par te ,  e l  desarrol lo  de esta garant ía ,  a l  igual  que en 
e l  caso del  genér ico del  derecho de defensa,  va a dar  lugar  a  
la  consagración de una ser ie  de garant ías especí f icas,  que 
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 GIMENO Sendra, Vicente en él mismo - MORENO CATENA, Víctor - CORTES 
DOMINGUEZ, Valentín. Derecho procesal. Proceso penal. Valencia - España: Tirant lo 
blanch, 1993, pág. 48. 
 
 
concurren para que en cada caso exis ta  una verdadera 
posib i l idad de contrad icc ión.  
 
Es necesar io ac larar  dentro de este ar t ícu lo  que el  e fect ivo  
e jerc ic io  del  derecho a la contrad icc ión requiere de otro 
derecho que funciona como su substrato, 11 “el  derecho a la  
igualdad procesal ”12.  E l  que se debe observar   en cuanto a las  
posib i l idades procesales de a legacion es como en lo  que 
importa a la  act iv idad probator ia  y a  los recursos .  
 
Este derecho se vu lnera en los casos en que el  legis lador 
crea pr iv i leg ios procesales carentes de fundamentación 
const i tuc ional  a lguna (así ,  por  e jemplo,  en e l  caso en que e l  
leg is lador ,  o e l  propio órgano jur isd icc ional ,  crean 
posib i l idades procesales que se le n iegan a la  par te  contrar ia 
o la  agravan indebidamente con cargas procesales  
desorb i tadas,  s in  que estas a lcancen just i f icac ión objet iva y 
razonable a lguna13.  
 
Es por  e l lo  que e l  imputado posee,  e l  derecho a usar  todos los  
medios de prueba de descargo que resul ten necesar ios para  
consol idar  su defensa.  No se le  puede negar  n i  restr ingir  e l  
acceso a los medios de prueba que le  pudieran favorecer ;  e l  
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 Si bien ha señalado Montero Aroca, se trata de un principio autónomo que no depende de 
otro (MONTERO AROCA, Juan, et al. Derecho Jurisdiccional III. Proceso penal. Valencia - 
España: Tirant lo blanch, Sexta edición, 1997, pág. 31); sin embargo funciona en íntima 
relación con el derecho de defensa y sus desarrollos. 
 
12
 CHAMORRO BERNAL, F. La tutela... pág. 142. 
13
 GIMENO SENDRA, V. en él mismo - MORENO CATENA, V. - CORTES DOMINGUEZ, V. 
Derecho... pág. 81. 
 
órgano encargado de la  persecución se encuentra ob l igado a  
su admis ión y ver i f icac ión o actuación.  
 
Se hace necesar io  considerar  que para  jugar  ese papel  
contrad ic tor io  hace fa l ta  que la  defensa y la  acusación estén 
en e l  mismo p lano,  conforme a l  deci r  de Ferra jo l i :  “ la  per fecta  
igua ldad de las par tes” .  Ahora b ien, ¿cómo se logra ta l  
comet ido? De una manera muy senci l la :  “ . . .que la defensa 
esté dotada de la  misma capacidad y de los mismos poderes 
que la  acusación;  que se admi ta su papel  contrad ic tor  en todo 
momento y grado del  procedimiento y en re lac ión a  cualquier  
acto probator io,  de los exper imentos judic ia les y las per ic ias 
a l  in terrogator io  de l  imputado,  desde los reconocimientos  
hasta las declarac iones test i f ica les y los careos”  14  
 
E l  autor  Jeremias  Bentham entendía este concepto de la  
igualdad entre las par tes como  una garant ía  de l  debido 
proceso,  a l  dedicar  un capí tu lo  a los abogados,  especi f icó que 
éstos eran necesar ios porque restablecían la  igualdad entre 
las par tes l i t igantes,  con re lac ión a la  capacid ad,  y para 
equi l ibrar  a lgunas venta jas que podr ían tener  los “agresores 
in justos”15.    
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 Luigi Ferrajoli, ob. cit, pág. 614. 
 
15
 Bentham en el “Tratado de las Pruebas....”, Capítulo III pág. 186 dice que en un proceso 
en el que no exista defensa “...cualquier  agresor injusto tendría frecuentemente dos 
ventajas opresivas: la de un espíritu fuerte sobre un espíritu débil y la de un rango elevado 
sobre una condición inferior. En una causa de naturaleza dudosa o compleja, a menos de 
suponer a los jueces insensibles a las debilidades humanas, esas dos ventajas podrían 
resultar demasiado peligrosas para la justicia; e incluso, en el caso de una perfecta 
imparcialidad, dejarían expuesto al juez a sospechas odiosas. 
 
Ent iende,  por ende,  a l  abogado como un protector  de su 
c l iente que debe reuni r  dos condic iones necesar ias:  por  un 
lado,  un conocimiento completo de todo lo  que concierne  a la 
causa y,  por  e l  o t ro  un celo suf ic iente para sacar  el  mejor  
provecho posible  a favor  de su c l iente 16.  
 
La carencia  para entender  lo  importante que es la  exis tencia 
de igualdad de armas entre las par tes en un proceso penal  
actua l  en Colombia,  saber  un poco de la  evoluc ión leg is la t iva 
que ha tenido e l  derecho procesal  penal  como sus 
caracter ís t icas,  or ígenes y pr inc ip ios f i losóf icos.  
 
En este mismo sent ido,  l a  h is tor ia  de  Colombia  ha  
exper imentado los efectos producidos por  un s is tema penal  
inquis i t ivo  ,  arb i t rar io  y absolut is ta  en cuanto a la  
concentrac ión  de l  poder ,  un proceso escr i to  el  cual  
d i f icu l taba la  invest igación y la  contradicc ión de la prueba por  
par te  de la  defensa ,  luego con e l  t rascurr i r  de l  t iempo e l  
leg is lador  fue mostrando avances en mater ia  de procedim iento  
penal  con la  implementación del  s is tema penal  inquis i t ivo  
mixto e l  cual  era una mezcla  entre e l  s is tema inquis i t ivo y e l  
s is tema acusator io ,  en este s is tema se evidencia un cambio 
s ign i f icat ivo en cuanto e l  proceso por que se incluye la 
publ ic idad.  
 
Como es viab le  observar ,  ya  a pr inc ip ios de l  s ig lo XIX se 
d iscut ía  s i  en e l  marco de un proceso las par tes debían estar  
en un p lano de igualdad a f in  de garant izar  sus derechos.  
Empero,  e l  Legis lador  Nacional  desconoció esta d iscusión,  
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 Confr. Bentham, “Tratado de las Pruebas...”, págs. 185/186. 
pues s igu ió proc lamando códigos procesales en mater ia  penal  
de neto cor te  inquis i t ivo,  donde esta igualdad de par tes se ve  
c laramente avasal lada a l  cercenársele a la  defensa del  
imputado e l  e jerc ic io  de derechos de c lara ra igambre 
const i tuc ional .  
 
 
3.  SISTEMA PENAL ACUSATORIO  
 
La evoluc ión leg is la t iva t ra jo  consigo e l  s is tema penal  
acusator io ley 906 del  2004 ,  que nace atendiendo a las 
necesidades socia les y a las exigencias que en mater ia de 
protección de los Derechos Humanos habían exig ido a l  estado 
co lombiano los organismos in ternacionales de Derechos 
Humanos,  a l  aumento de la  de l incuencia y a la  re la t iva 
inef icac ia de los anter iores regímenes procesales penales . 
 
Debido a lo  anter ior ,  mencionado e l  gobierno nacional  se vio  
en la  obl igación de modi f icar  su estatuto procedimental  penal  
exis tente Ley 600 de 2.000,  inst i tuc ional izando un nuevo 
s is tema de cor te  acusator io ,  ora l ,  donde las potestades de 
invest igación, acusación y defensa se encuentran 
desconcentradas  en cabeza de d is t in tos su jetos procesales,  
un rég imen que br inda bastantes garant ías a los procesados 
l legando a extremos ta les de conceder la l iber tad,  por  fa l las  
técnicas o de procedimiento,  un s is tema penal  mucho más ági l  
en la  decis ión de los asuntos,  con un control  const i tuc ional  de  
todas las actuaciones de las autor idades por  par te  de los 
Jueces con función de control  de garant ías con e l  f in  de evi tar  
arb i t rar iedades como las comet idas en  e l  pasado,  un 
procedimiento con un so lo estadio procesal  de términos 
abreviados y perentor ios que propenden por  una pronta,  recta  
y ef icaz just ic ia  reparat iva.   En e l  cual  se  aprecia la  
controvers ia  de la  prueba entre la  defensa y la  par te  
acusadora debido a la  ora l idad y publ ic idad del  proceso lo  que 
hace a este aun más conf iab le en mater ia  probator ia .  
 
Nuestro país está  pasando por  un momento h is tór ico muy 
importante grac ias a la  implementación de un nuevo s is tema 
penal  como lo es e l  s is tema pena l  acusator io  ley 906 del  
2004,   con este s is tema se hace necesar io  de manera  
absoluta que exis ta  un equi l ibro per fecto entre lo s 
mecanismos ut i l i zados por  el  órgano acusador  ( f isca l ía)  y la  
defensa,  resal tando como pr inc ipa l  caracter ís t ica de l   s is tema 
la  oral idad,  la cual  en ú l t imas determina   la e f icac ia de l  
proceso  pues permi te  presentar  una defensa basada en las  
habi l idad de  las par tes ,  en la  exposic ión y en la  contrad icc ión 
de las pruebas y es de suma importancia para la  just ica que 
exis ta  e l  equi l ibr io  mencionado anter iormente ,  ya  que es la  
ún ica forma en la  que se puede garant izar fa l los en derecho 
sean estos condenator ios  o absolutor ios .   
 
Este s is tema procedimenta l  penal  se sost iene sobre un e je 
fundamental ,  e l  cual  es el  derecho de defensa,  este incorpora 
dentro de sí  dos pr inc ip ios fundamenta les del  proceso penal .  
E l  de CONTRADICCIÓN, de carácter  estructura l  a l  igual  qu e la  
igualdad,  y e l  ACUSATORIO,  v inculado al  ob jeto del  proceso 
a l  igual  que los de legal idad -opor tun idad .   
 
En la  actual idad se puede hablar  de un proceso acusator io  
mucho mas garant is ta  que br inda mayores opor tun idades a la  
defensa,  pero surgen in terrogantes como; ¿resul tan  
suf ic ientes  estas consideraciones que e l  leg is lador ha 
establec ido  para garant izar  e l  derecho de defensa 
establec ido por la  Const i tución?,  ¿O es que acaso la  igualdad 
de medios no hace par te  de ese mismo derecho de defensa?   
 
Es por  e l lo  que,  Ferra jo l i ,  a l  hablar  del  equi l ibr io  de las par tes 
en un proceso penal ,  le  da suma importancia a l  tema,  
mencionando que debe exis t i r  un nuevo min is ter io  de  
defensa17 desde un presupuesto básico:  a l  Estado no só lo le  
in teresa e l  cast igo de los cu lpables mediante una recolección 
legal  de pruebas en su contra,  s ino que también le  in teresa 
que éstos sean tu te lados,  a  par t i r  de l  pr incip io  const i tuc ional  
de la  presunción de inocencia,  y de l  debido proceso ten iendo 
e l  derecho a refutar las 18.  
 
Esta importancia de la defensa se hace patente en un modelo 
de proceso penal  que reconozca,  como actores del  mismo: a)  
a  un órgano acusador  públ ico que recaba pruebas a f in  de 
poner  en cr is is e l  pr incip io  const i tuc ional  de inocencia b)  una 
defensa que con las mismas facul tades de ésto s va a in tentar  
contrarrestar   las pruebas de cargo recolectadas;  y c)  un juez 
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instituye un defensor público, esto es un magistrado destinado a desempeñar el ministerio 
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imparc ia l  (árbi t ro)  que anal izará y va lorará la  prueba,  
decid iendo de acuerdo a sus l ibres convicciones la  cuest ión  
que le  han t ra ído a su conocimiento,  en síntes is ,  de ese modo 
operará un verdadero proceso penal  de partes,  en donde se 
equi l ibran dos fuerzas:  la  e f ic iencia de l  poder  penal  estatal  y 
los l ími tes que se imponen  a éste,  permi t iendo de este modo 
br indar le  igualdad de medios a la  defensa.  
 
Es necesar io  saber  que,  para estar  en un p lano de igualdad 
con e l  Min is ter io  Públ ico Fisca l ,  la  defensa del  c iudadano 
debe ser  técnica para poder ve lar  por  los in tereses de su 
c l iente de la  mejor  manera posib le .  Para que esa defensa 
técnica sea efect iva,  debe ser  l levada adelante por un 
abogado, un especial is ta en leyes que conozca los  
mecanismos,  ver icuetos y comple j idades que presenta en la 
actual idad un procedimiento penal .   
3.1 DEFENSA Y FISCAL  
 
Podemos considerar que a par t i r  de este concepto de 
igualdad,  e l  Estado debe estar  ob l igado a proporc ionar  una 
defensa técnica a todo imputado que la  necesi ten,  y no tenga 
medios económicos para poder  solventar la .  ,  resal tando 
además que,  la  defensa debe estar  y par t i c ipar  act ivamente 
en toda la  act iv idad probator ia  que se desarro l le  en cualquier  
e tapa del  proceso penal ,  con e l  objeto de ver i f icar  la legal idad 
de d ichos actos.  Desde este punto de vis ta ,  la  defensa deja 
de ser  un “auxi l i ar  de la  just ic ia”  -como es común escuchar en 
e l  lenguaje forense-  para conver t i rse en un verdadero 
custodio de los derechos e in tereses de su c l iente.  
 Todos los actos que rea l iza e l  F isca l  y demás su jetos  
procesales,  durante la  e tapa de la  invest igación preparator ia ,  
só lo  s i rven para que e l  Juez de la invest igación preparator ia  
emi ta las resoluc iones respecto de las medidas coerc i t ivas,  
medios de defensa y demás propias de esta etapa,  las mismas 
que en nada inc id i rán en la  resoluc ión f inal ,  pues para emit i r  
sentencia,  se t iene que actuar  y va lorar  debidamente los 
medios de prueba recogidos en la  invest igación.  Así  pues,  
tanto la  e tapa de invest igación como la  in termedia,  t ienen 
como f inal idad l levar  a l  ju ic io  oral  un proceso penal  que 
cumpla con los requis i tos básicos como para poder  dar  in ic io  
a un debate ora l ,  públ ico y contrad ic tor io .   
 
Entendiendo para este efecto que la  invest igación es única,  
f lexib le ,  d inámica y se rea l iza ba jo la  di recc ión del  F isca l ,  e l  
cual  podrá actuar  de manera d i recta o por in termedio de la  
Pol ic ía .  Es deci r  que la Ley facul ta  al  F isca l  d isponer  qu e 
determinadas d i l igencias sean real izadas por  la Pol ic ía ,  ba jo 
su contro l .  La d i ferencia con e l  Código de Procedimientos  
Penales de 1940,  rad ica en que,  con d icho Código se dispone 
la  rea l izac ión de una invest igación por  par te  de la  Pol ic ía,  la  
cual  a  par t i r  de ese momento actuaba independientemente,  en 
cambio lo  que ahora se establece,  es que,  es e l  F isca l  qu ien 
determina las pautas a seguir  y su objeto,  encomendando la  
invest igación a la  Pol ic ía ,  ba jo c ier tas formal idades 
especí f icas que deben de reuni r  los actos de invest igación,  
conl levando todo esto a que las actuaciones pol ic ia les estén 
bajo e l  to tal  contro l  jur íd ico del  F iscal ,  púes es éste ú l t imo a 
quien la  Const i tuc ión  y las Leyes le  otorgan e l  contro l  de la  
invest igación y además la  decis ión de la  estrateg ia  adecuada 
a cada caso concreto .  (Ar t .  322 ley 906 de 2004 ) .  
 
En este sent ido de ideas,  resul ta  razonable que la  
invest igación sea reservada para aquel las personas que son 
a jenas a l  proceso ( terceros) ,  puesto que éstas no t ienen 
n ingún in terés en e l  mismo, por  e l  contrar io su contacto con 
las actuaciones pract icadas puede obstacul izar  e l  desarrol lo 
de l  proceso,  pero no es  aceptable que la  invest igación sea 
reservada para las par tes,  en razón que se estar ía  atentando 
contra su derecho de defensa.  Con e l  Código de 1940, e l  
secreto de la invest igación se daba hasta la  rendic ión de la 
instruct iva del  imputado,  es deci r  que antes de e l lo ,  e l  
abogado defensor  no tenía acceso a n ingún t ipo de 
documentación.  
 
La práct ica nos ha enseñado que e l lo  era to ta lmente 
desproporc ional ,  toda vez que la  defensa se encontraba en 
desventa ja  con re lac ión al  F isca l ,  pues a l  no tener  acceso a l  
expediente o en el  mejor  de los casos acceder  a él ,  media 
hora antes de la  declaración instruct iva,  ob l igaba a l  abogado 
defensor  a improvisar  más que a p lanear  una buena estrateg ia 
de defensa.  Eso obviamente fue cambiando paulat inamente en 
la  práct ica procesal .  
 
Los Fisca les y Jueces se  mostraban renuentes con las 
pruebas que e l los obtenían,  propio de un s istema inquis i t ivo.  
Ahora e l  abogado defensor  y en genera l  los su jetos  
procesales no só lo podrán enterarse de la  in formación que 
haya conseguido e l  F iscal  o  la  Pol ic ía ,  s ino que además 
podrán obtener  copia de la  documentación que a su 
consideración le  son út i les.  
 
Todo esto se debe,  básicamente a que e l  presente Código 
recoge el  Pr inc ip io  de Igualdad de Armas,  con e l  que se  
e l imina pr incipa lmente las desigualdades entre Fisca l  y 
abogado defensor ,  convi r t iendo a ambos en adversar ios con 
igual  posib i l idad de acceso a los e lementos probator ios.  Así  
b ien,  e l  secreto de la  invest igación,  de regla general ,  se ha 
conver t ido en una excepción para las par tes que conforman e l  
proceso.  (Ar t .324° de l  CPP).  
 
De este modo e l  F isca l  en su invest igación  además de contar  
con la Pol ic ía como ente auxi l iar ,  también podrá recurr i r  a  
o tras ent idades como e l  Sis tema Nacional  de Contro l ,  e l  
Inst i tu to  de Medic ina Legal  y a  todos los órganos del  Estado 
que por  su natura leza ,  puedan apor tar medios út i les a l  mejor  
esc larec imiento de los hechos y a la  determinación de 
responsabi l idades.  Así  mismo las Univers idades,  sean estas 
públ icas o pr ivadas,  los inst i tu t os o cualqu ier  o tra  ent idad 
públ ica o pr ivada están obl igados a proporcionar los in formes 
y estudios que le  sean requer idos.  
 
Cabe anotar  que exis te  un equipo in terd isc ip l inar io  de 
invest igación cient í f ica  para casos especí f icos,  actuará bajo 
la  d i rección del  F isca l  y estará compuesto por  profes ionales 
de d is t in tas mater ias e inc lus ive por  f isca les adjuntos. El  
apoyo también puede veni r  de la  co laboración gratui ta de  
a lguna persona,  organismo no gubernamenta l  o  de personas 
jur íd icas s in f ines de lucro  para la  rea l ización de una 
invest igación determinada,  quienes previa evaluación ,  ba jo la 
d i recc ión y supervis ión del  Fisca l ,  podrán rea l izar  las tareas 
de apoyo expresamente señaladas.   
 
Def in i t ivamente y conforme lo hemos señalado l íneas arr iba 
estos actos de invest igación con e l  apoyo técnico -profes ional  
especial izado no  so lo  debe servi r  a  los f ines de imputación y 
determinación de responsabi l idad ,  s ino también para 
demostrar  la  inocencia de la persona invest igada,  e l lo porque 
e l  nuevo proceso penal  es acusator io ,  garant is ta  y adversar ia l  
reg ido por  pr inc ip ios  y garant ías  const i tuc ionales,  entre e l los 
e l  Pr inc ip io  de Igualdad de Armas,  mediante e l  cual ,  tanto la  
acusación como la  defensa se  deber ían  encontrar  en igualdad 
de condiciones durante e l  desarro l lo  de l  proceso.  (Ar t .  321° 
de l  NCPP).  
 
Es  de esta forma como el  f isca l  cuenta con una ser ie  de 
opor tun idades en cuanto a medios probator ios se ref iere para 
rea l izar  su invest igación,  mientras que la defensa ha sido 
pr ivada de estos mismos aun exis t iendo una d isposic ión legal  
que  regula dicha igualdad como lo  es e l  ar t  321 del  código de 
procedimiento anter iormente mencionado,  pero en la  pract ica 
ta l  d i ferencia resul ta  por  per jud icar  a  la  defensa|  ya que no se 
esta respetando un amparo const i tuc ional  n i  los derechos de 
igualdad que han s ido tu te lados poster iormente por  la  ley 906 
de 2004 (Actual  Código de Procedimiento Penal )  quedando la  
defensa en ser ia  desventa ja  f rente a l  órgano acusador .  
 
De acuerdo a lo  anter iormente expuesto,  se puede in fer i r  que 
se debe establecer  la d imensión que le  tenem os que dar  a la 
asistencia técnica y para e l lo ,  vamos a c i rcunscr ib i r  la  
d iscusión a la problemát ica de la defensa del  acusado en una 
causa penal .   
 
Para entender la  problemát ica de la  desigualdad entre las  
armas o mecanismos que t ienen las par tes en el  proceso 
penal  ( f isca l -defensa)  es menester  entender  La re lac ión  
exis tente entre e l las,  Es decir ,  en e l  proceso penal  exis ten 
dos par tes fundamenta les :  órgano acusador( f isca l )  y defensa 
, la  pr imera  e l las es e l  estado que se encuentra represando 
mediante la  f isca l ía .  
 
E l  estado “es aquel  conjunto de organizaciones que en su 
to ta l idad poseen la  facul tad de establecer las normas que 
guiarán una determinada sociedad,  e jerc iendo su poder  en un 
terr i tor io  previamente establec ido.  Esta soberanía permi te  que 
dentro de los poderes de un Estado se puedan encontrar  o tras 
importantes inst i tuc iones,  como lo  son las Fuerzas Armadas,  
la  po l ic ía  y la  admin is t ración públ ica” .  
 
Es c laro que e l  estado es un ente f ic t ic io  e l  cual  es e l  
encargado de ve lar  y proteger  todos lo  derechos y garant ías 
de los asociados,  ba jo este cr i ter io  el  estado es la  mas c lara 
representación de los in terese generales de la  sociedad , es  
evidente entonces que e l  estado como par te  en el  proceso 
penal  t iene pr imacía sobre la  defensa (part icu lar)  no e xis te  
una re lación de iguales lo  cual  no debe evi tar  que exis ta  una 
re lac ión de igualdad en cuanto a las actuaciones que se 
l levan acabo a lo  largo de un proceso penal .  
 
Aunque que son obvios los mot ivos que envis ten de for ta leza 
a e l  estado f rente a los part icu lares es necesar io  hacer un 
anál is is  en lo concern iente al  proceso penal ,  s i  b ien el  estado 
es e l  encargado de ve lar  por los in tereses del  estado debe 
tenerse en cuenta que la otra  par te  la  defensa está  
conformada por  c iudadanos par t icu lares que hace n par te  de 
ese estado,  por  ende,  e l  proceso penal  no debe apar tarse de 
e l  pr inc ip io  de igualdad de las par tes,  aun que e l  estado tenga 
pr imacía sobre los par t iculares,  e l  que no se encuentren en la  
misma cal idad no s ign i f ica que no deban ser t ra tados de ig ual  
forma, es entendib le  que e l  estado tenga fac i l idades en e l  
proceso penal  re f i r iéndose  a los tecnic ismos y formal idades,  
debido a que las f isca l ía  una ent idad publ ica adscr i ta  a e l  
estado,  lo  que no es entendib le  es que a la  defensa se le  haya  
pr ivado en muchas ocasiones de este mismo derecho.  
 
E l  estado debe ve lar  por  e l  in terés de los par t icu lares,  y 
aunque es la  autor idad en la  sociedad también debe respetar  
los deberes que le  son impuestos,  que para este caso se 
const i tuyen en los derechos de la  defensa,  en e l  momento en 
que e l  estado deje a un lado este pr inc ip io de igualdad,  se  
conver t i rá  en un levia tán que ta l  como lo def in ía hobbes  La 
l iber tad del  indiv iduo se verá reducida a los espacios donde la  
ley no se pronuncia.   
 
S in  embargo,  a l  exis t i r  una cesión vo luntar ia  de poder ,  se 
contemplaba un caso en e l  que los ind iv iduos podr ían 
rebelarse contra e l  soberano: cuando éste causara per ju ic ios 
a su in tegr idad corpora l  o  a su l iber tad f ís ica,  o  sea,  s i  e l  
soberano no cumpl ía  su par te  de l  contrato socia l  (defender  la  
l iber tad de los ind iv iduos a segurando la  paz)  e l  pacto quedaba 
roto inmediatamente .  
 
Un proceso entre las par tes no debe admi t i r  la  supremacía de 
una par te  f rente a las demás. Cuando ambas par tes se 
encuentran al  mismo nive l ,  t ienen las mismas opor tun idades,  
t ienen las mismas not ic ias respecto a l  proceso,  pueden 
ut i l izar los mismos medios de prueba,  e tc ,  es aquí  en donde 
nos encontramos en un s is tema regido por  e l  pr inc ip io  de 














Podemos conclu i r  que la desigualdad de medios entre defensa 
y f isca l ía   en e l  nuevo s is tema acusator io  es de gran 
importancia para e l  desarro l lo  procesal  de cualquier  nación,  
esta debe ser adaptada a las rea l idades de cada nación ,  
cu idadosamente estudiada y ser  ap l icada con la  más estr ic ta  
d isc ip l ina,  a  f in  de lograr los ob jet ivos de crec imiento 
económico y desarro l lo  que pers igue.  
La Contralor ía Genera l  de la  Repúbl ica debe entender  la  
urgencia y necesidad que t iene el  país de contar  con un 
organismo de contro l  for ta lec ido y con enorme capacidad 
prevent iva del  de l i to .  Bajo ese objet ivo debe revisar ,  de 
manera sostenida,  los procesos in ternos,  las competencias y 
su propia estructura,  para poder  prec isar  un marco en e l  cual  
sea posib le  una Nueva Contra lor ía .  Esa nueva rea l idad es 
producto de una s i tuación de cr is is ,  en donde el  comple jo 
proceso de cambio del  país a impuesto la  necesid ad de de 
que se revise,  a  la  par ,  la f igura y concepto del  Estado,  de 
manera ta l  que su resul tado tenga,  como meta pr inc ipa l ,  e l  
for ta lec imiento de una sociedad democrát ica,  ba jo e l  impulso  
de parámetros de equidad y just ic ia  social ,  que no es más que 
e l  mandato fundamenta l  de nuestra Const i tución.   
Ahora b ien,  para ser  product ivos no basta con tener  la  
potestad del  poder  socia l  que emana de la Const i tución La 
reestructurac ión y todos los proyectos estratég icos apuntan,  
entonces,  a  forta lecer  nuestro Sis tema Penal  Acusator io ,  pero 
con un objet ivo muy c laro:  servi r  de punta l  para cerrar le  e l  
paso a la  corrupción ,  pues en la  medida en que exis ta un 
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